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                            Consejo Superior de la Judicatura 

       Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico 
                            JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO EN ORALIDAD 
                                                            SOLEDAD - ATLANTICO 

 
JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE SOLEDAD 

SOLEDAD – CATORCE (14) DE MARZO DE DOS MIL VEINTICUATRO (2024) 
 

ASUNTO: ACCIÓN DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA 
RAD:2024-0008 (T02-2024-00037-01 S.I.) 
ACCIONANTE: INES AMINTA SALAS PALENCIA 
ACCIONADO: SECRETARIA DE GOBIERNO DE SOLEDAD – INSPECCION SEXTA DE POLICIA 
DE SOLEDAD – PERSONERIA MUNICIPAL DE SOLEDAD - OFICINA JURIDICA ASESORA DE 
LA ALCALDIA DE SOLEDAD 

 
ASUNTO A TRATAR 

 
Procede el despacho a resolver la impugnación en contra del fallo de primera instancia 
proferido el 1 de febrero de 2024 por el JUZGADO  TERCERO DE PEQUEÑAS CAUSAS 
Y COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD, dentro de la acción de tutela impetrada 
por INES AMINTA SALAS PALENCIA en contra de SECRETARIA DE GOBIERNO DE 
SOLEDAD – INSPECCION SEXTA DE POLICIA DE SOLEDAD – PERSONERIA 
MUNICIPAL DE SOLEDAD - OFICINA JURIDICA ASESORA DE LA ALCALDIA DE 
SOLEDAD, por la presunta violación de su derecho fundamental al DEBIDO PROCESO, 
DEFENSA, PROPIEDAD E IGUALDAD 

HECHOS 
 
Manifiesta el accionante en el libelo incoatorio lo siguiente: 
 

 

 

SIGCMA 
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PRETENSIONES 

 
 
 

MEDIDA PROVISIONAL 
 

 
 
 

DE LA ACTUACIÓN 
 

La acción de tutela fue admitida por el JUZGADO TERCERO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y 
COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD a través de auto adiado 18 de enero de 
2024, ordenándose oficiar a la accionada para que rindiera un informe sobre los hechos 
de la acción de tutela. Además, a la VINCULAR a la a la señora DIVINA MAYANS 
LASCANO, Representante legal de la empresa TCHERASSI MAYANS & CIA S en C. 
Finalmente niega la medida solicitada. 
Informes que fue allegado al plenario y sustentado en los siguientes términos:  
 
INFORME PERSONERIA DE SOLEDAD 
BENJAMIN LATORRE ARAUJO en calidad de personero, manifestó: 
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INFORME SEXTA DE POLICIA URBANA DE SOLEDAD  
KATIA HOYOS BABILONIA en calidad de inspectora manifestó: 
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INFORME SECRETARIA DE GOBIERNO DE SOLEDAD 
CARLOS ALBERTO VALENCIA MUÑOZ en calidad de secretario de gobierno, manifestó: 
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INFORME TCHERASSI MAYANS & CIA. S. 
JORGE SAID NARVAEZ MUÑOZ en calidad de apoderado especial, manifestó: 
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FALLO DE PRIMERA INSTANCIA. 
 

El JUZGADO TERCERO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES DE 
SOLEDAD, mediante providencia del 1 de febrero de 2024, resolvió declarar 
improcedente el amparo toda vez que no existe prueba que acredite la vulneración que 
alega ni encontrarse ante la comisión de un perjuicio irremediable  
 

DE LA IMPUGNACIÓN 
Inconforme con la decisión del a quo, la parte accionante presentó impugnación 
asegurando que  el  fallo  debe  ser revocado: 
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PROBLEMA JURÍDICO 

De acuerdo con la situación fáctica puesta de presente en el acápite de antecedentes 
consiste en determinar si es procedente conceder el amparo invocado por la parte actora, 
presuntamente vulnerados por SECRETARIA DE GOBIERNO DE SOLEDAD – 
INSPECCION SEXTA DE POLICIA DE SOLEDAD – PERSONERIA MUNICIPAL DE 
SOLEDAD - OFICINA JURIDICA ASESORA DE LA ALCALDIA DE SOLEDAD con 
ocasión de la diligencia de diligencia de caracterización que asegura se adelnató sin 
cumplir los requisitos para ello 

NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL 

El marco constitucional está conformado por el artículo 23, 44 y 86 de la Constitución  

Política,  Decreto 2591 de 1991. Ley 1155 de 2015,  Sentencia T-597/08 Sentencia T-

1039/12, Sentencia T-362/15, T-954/14, T-661/14, T- 362 - 2015  entre otras. 

 

CONSIDERACIONES 

El constituyente del 1991, se preocupó por constitucionalizar no sólo una completa 

declaración de derechos, sino por crear los mecanismos idóneos para su eficaz 

protección. 

La acción de tutela se estableció en la Constitución Política Colombiana, como un 

mecanismo residual, para aquellos casos de violación de Derechos Fundamentales en los 

cuales la persona afectada no tuviere ningún otro mecanismo para proteger su derecho, 

así se tiene por visto que la esencialidad de la Acción de Tutela es la de proteger 

estrictamente los derechos fundamentales que se vean vulnerados por la acción u 

omisión de cualquier persona. 

Quiere decir lo anterior que la jurisdicción constitucional, tiene entre sus fines el de velar 

por la vigencia de los derechos fundamentales de las personas creando un instrumento 

que permita resolver de manera expedita las situaciones en que las personas no disponen 

de vías judiciales, o en  las que existiendo estas, no son adecuadas para evitar la 

vulneración de un derecho. Sin embargo,  debe resaltarse que a ella corresponde 

igualmente asegurar que las competencias de otras jurisdicciones sean respetadas, es 

decir, está la de señalarse a la Acción de Tutela límites precisos, de manera que se 

pueda armonizar el interés por la defensa de los derechos fundamentales con la 

obligación de respetar el marco de acción de las otras jurisdicciones establecidas. Así 

mismo se tiene que la Acción de Tutela de naturaleza protege exclusivamente los 

derechos constitucionales fundamentales.  
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Como quiera que la acción de tutela es interpuesta por la presunta trasgresión del 

derecho fundamental al debido proceso este despacho realizará una breve referencia al 

mismo para finalmente estudiar el fondo del asunto. 

DEBIDO PROCESO Señalado  en  el  Art.  29  de  la  Constitucional  Política con  carácter 

fundamental,  es  de  advertir,  su  importancia  cuando  se  trata  del  estrecho vínculo  

con  el  principio  de  legalidad  al  que  deben  ajustarse  no  sólo  las  autoridades 

judiciales, sino también en adelante las administrativas en la definición de los derechos de 

los individuos.  

El derecho al debido proceso comprende no sólo la observancia de  los  pasos que la ley 

impone a los procesos judiciales y a los procesos y trámites administrativos, sino también 

el  respeto  a  las  formalidades  propias  de  cada  juicio,  que  se  encuentran  en  

general contenidas  en  los  principios  que  los  inspiran,  el  tipo  de  intereses  en  litigio,  

las  calidades de los jueces y funcionarios encargados de resolver.  De  acuerdo  con  la  

jurisprudencia  de  la  Corte  Constitucional  se  puede  incurrir  en  una violación  al  

debido  proceso,  en  un  proceso  administrativo  o  judicial,  cuando  la  decisión que 

tome la autoridad:“(i)  presente  un  grave  defecto  sustantivo,  es  decir,  cuando  se  

encuentre basada en una norma claramente inaplicable al caso concreto;(ii) presente un 

flagrante defecto fáctico, esto es, cuando resulta evidente que el  apoyo  probatorio  en  

que  se  basó  el  juez  para  aplicar  una  determinada norma es absolutamente 

inadecuado;(iii)  presente  un  defecto  orgánico  protuberante,  el  cual  se  produce  

cuando  el fallador  carece  por  completo  de  competencia  para  resolver  el  asunto  de  

que se trate; y,(iv)  presente  un  evidente  defecto  procedimental,  es  decir,  cuando  el  

juez  se desvía  por  completo  del  procedimiento  fijado  por  la  ley  para  dar  trámite  a 

determinadas cuestiones” 

 

De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte, el debido proceso comporta al menos los 

derechos (i) a la jurisdicción, que a su vez conlleva las garantías a un acceso igualitario 

de los jueces, a obtener decisiones motivadas, a impugnar las decisiones ante 

autoridades de jerarquía superior y al cumplimiento de lo decidido en el fallo; (ii) al juez 

natural, identificado como el funcionario con capacidad legal para ejercer jurisdicción en 

determinado proceso o actuación, de acuerdo con la naturaleza de los hechos, la calidad 

de las personas y la división del trabajo establecida por la Constitución y la Ley; y (iii) el 

derecho a la defensa. 

CASO CONCRETO 

En el presente caso, se tiene que la accionante INES AMINTA SALAS PALENCIA 

considera vulnerados sus derechos por parte de la SECRETARIA DE GOBIERNO DE 

SOLEDAD – INSPECCION SEXTA DE POLICIA DE SOLEDAD – PERSONERIA 

MUNICIPAL DE SOLEDAD - OFICINA JURIDICA ASESORA DE LA ALCALDIA DE 

SOLEDAD, lo anterior, con ocasión de la diligencia de caracterización programada para el 

16 de enero de 2024 sin cumplir los requisitos que la ley exige para adelantarla.  

Las accionadas en sus informes coinciden en afirmar que no han vulnerado los derechos 

invocados por la actora por cuanto las actuaciones surtidas obedecen a lo resuelto en 

segunda instancia por la Alcaldía de Soledad mediante resolución 2978 de 2023, 

concerniente al censo y caracterización respecto de los ocupantes del predio. Que en el 

mismo se garantizaron los derechos de las partes e intervinientes y que la acción de tutela 

resulta improcedente ya que lo que alega la actora corresponde a la jurisdicción 

contenciosa administrativa. 

El a quo en fallo de primera instancia resolvió declarar improcedente el amparo 

inicialmente porque la diligencia que alega la actora se realizó previo a la acción de tutela 

razón por la cual no concedió la medida provisional solicitada. Además señalo como 

fundamento de su decisión que no quedó acreditada la vulneración de los derechos que 

alega así como tampoco encontrarse ante la comisión de un perjuicio irremediable.  
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Inconforme con la decisión proferida la actora impugna el fallo señalando que la acción de 

tutela fue presentada previo a la diligencia y que por demoras en reparto fue admitida 

posterior a ella, por lo que la medida no pudo ser concedida. Además reitera los hechos 

puestos de presente en el escrito de tutela y manifiesta que con dicha diligencia se 

vulneraron sus derechos fundamentales al no cumplirse los requisitos exigidos por la Ley 

para adelantarla. 

Ahora bien, la Corte Constitucional en Sentencia T 438/2021 dispuso: “En el ordenamiento 

jurídico colombiano, los titulares del derecho de propiedad, los poseedores o los meros 

tenedores cuentan con las herramientas legales de carácter judicial y administrativo de 

protección del uso, goce y disposición de sus bienes, cuando se encuentren amenazados o 

vulnerados. Entre las primeras, se halla el procedimiento policivo de amparo por 

perturbación a la posesión o tenencia el cual se encuentra regulado en el Decreto Ley 

1355 de 1970 y actualmente en la Ley 1801 de 2016. 

En 1970 se expidió el Decreto Ley 1355, por medio del cual se adoptó el Código Nacional 

de Policía. En dicha normatividad se regularon las acciones policivas de naturaleza civil 

orientadas a la protección de la posesión y la tenencia de bienes. Su finalidad era proteger 

en forma provisional los inmuebles rurales y/o urbanos de actuaciones que perturbaran las 

manifestaciones del derecho de dominio, frente a lo cual las autoridades de policía podían 

“tomar medidas destinadas a preservar y restablecer la situación existente al momento de 

producirse la perturbación” (Art.125). 

Ahora bien, coincide el Despacho con la tesis expuesta por el A quo ya que, si bien la 

actora manifiesta irregularidades en los requisitos para adelantar la diligencia de censo y 

caracterización, no existe prueba si quiera sumaria que permita acreditar lo dicho. Sumado 

a lo anterior, la diligencia ya fue celebrada por lo que las pretensiones de la acción de 

tutela no tienen sustento.  

Así las cosas, en concordancia con lo expuesto por el a quo, considera el despacho que la 

presente acción resulta improcedente por lo que se confirmará en todas sus partes el fallo 

de primera instancia de fecha 1 de febrero de 2024. 

EN MÉRITO DE LO EXPUESTO, EL JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE 

SOLEDAD, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA Y POR 

AUTORIDAD DE LA LEY, 

RESUELVE 

PRIMERO: CONFIRMAR fallo de primera instancia proferido el 1 de febrero de 2024 por 

el JUZGADO TERCERO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES DE 

SOLEDAD dentro de la ACCIÓN DE TUTELA incoada por INES AMINTA SALAS 

PALENCIA en contra de SECRETARIA DE GOBIERNO DE SOLEDAD – INSPECCION 

SEXTA DE POLICIA DE SOLEDAD – PERSONERIA MUNICIPAL DE SOLEDAD - 

OFICINA JURIDICA ASESORA DE LA ALCALDIA DE SOLEDAD, de conformidad con 

expuesto en la parte motiva de este proveído. 

SEGUNDO: NOTIFICAR ésta providencia a las partes, así como al señor Defensor del 

Pueblo de la Ciudad, al a quo, por el medio más expedito y eficaz. 

TERCERO: En su oportunidad, remítase el expediente a la Honorable Corte 

Constitucional para su eventual revisión, según lo dispuesto en el decreto 2591 de 1.991. 
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NOTA: SE FIRMA EN FORMATO PDF EN RAZÓN A LOS INCONVENIENTES QUE PRESENTA LA 

PAGINA DE FIRMA DIGITAL 

 

 


